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I.
RESUMEN

1. El 4 de noviembre de 2004 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la “Comisión”, la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una petición presentada en nombre propio por Edgar Manuel De León Lemus (en adelante “la presunta víctima”), conjuntamente con el señor Marco Leonel Nistsch Albizures (en adelante “los peticionarios”), en la cual se alega la responsabilidad internacional de la República de Guatemala (en adelante “Guatemala”, “Estado” o “Estado guatemalteco”), por la presunta arbitraria orden de baja del Ejército de Guatemala, emitida por el Ministro de Defensa, en perjuicio del señor De León Lemus.
2. Los peticionarios alegan que el Estado es responsable por la violación de los artículos 8 (garantías judiciales), 11 (protección de la honra y de la dignidad), 14 (derecho de rectificación o respuesta), 24 (igualdad ante la ley), 25 (protección judicial) y 29 (normas de interpretación) de la Convención Americana (en adelante la “Convención” o la “Convención Americana”); y que han dado cumplimiento a los requisitos de admisibilidad. El Estado alega que en el presente caso no se ha verificado la violación de los derechos humanos consagrados en la Convención Americana, porque el procedimiento empleado por el Ministerio de Defensa Nacional se efectuó de conformidad con lo establecido en las leyes y reglamentos del Ejército de Guatemala.
3. Tras examinar las posiciones de las partes, la Comisión concluye que es competente para conocer la petición bajo análisis y que el caso es inadmisible, a la luz de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. La Comisión decidió igualmente notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos. 
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 4 de noviembre de 2004, la Comisión recibió una petición fechada el 26 de octubre de 2004, presentada por Marco Leonel Nistsch Albizures, en representación de la presunta víctima, el señor Edgar Manuel De León Lemus y le asignó el número 1180-04. El 12 de mayo de 2005, la CIDH transmitió las partes pertinentes al Estado, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.3 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante el “Reglamento”). La respuesta del Estado fue recibida el 5 de octubre de 2005. Además, la CIDH recibió información de los peticionarios en las siguientes fechas: 14 de noviembre de 2005; 22 de junio de 2006; 11 de julio de 2006; 12 de diciembre de 2006; 13 de marzo de 2007; 26 de junio de 2007; 5 de noviembre de 2007 y 16 de abril de 2008.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado. Por otra parte, la CIDH recibió observaciones del Estado en las siguientes fechas: 28 de marzo de 2006; 15 de mayo de 2006; 28 de agosto de 2006; 15 de enero de 2007; 4 de mayo de 2007; 24 de agosto de 2007 y el 20 de febrero de 2008. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a los peticionarios.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A. Los peticionarios
5. De acuerdo informan los peticionarios, Edgar Manuel De León Lemus fue oficial del Ejército de Guatemala desde el 3 de enero de 1978 hasta el 1° de mayo de 2003, cuando fue dado de baja. Informan que durante 25 años ocupó diferentes puestos, alcanzando el grado de Teniente Coronel de Infantería, observando una conducta decorosa y respetuosa con sus subalternos y superiores. Al momento de la baja estaba siendo considerado para ascender al grado de Coronel.  
6. Alegan que el 20 de febrero de 2003 se le impuso al señor Lemus una sanción de 30 días de arresto, por presentarse después de un día de permiso con 27 horas y 30 minutos de retraso, sanción que fue cumplida. Como justificación del retraso, alegan que el señor De León Lemus utilizó el día de permiso para trabajar en una tesis que estaba realizando para su ascenso de grado; pero que no habría podido reintegrarse en el horario estipulado por estar enfermo, informando por teléfono dicha circunstancia a sus superiores.
7. Informan que el 11 de abril de 2003 la Jefatura del Estado Mayor de la Defensa Nacional (mensaje No. DP18-11-01-18-0706), le informó que sería dado de baja por “notoria mala conducta y convenir a las necesidades de servicio” a partir del 30 de abril de 2003.  Alegan que el mensaje es ilegal porque no indicó la normativa en que se sustentaba, ni fundamentó los motivos para sindicar de “mala conducta” a la presunta víctima. Agregan que dicha decisión debió ser avalada por una Junta de Honor, de conformidad con los artículos 57 a 60 de la Ley Constitutiva del Ejército de Guatemala. Indican que el 14 de abril de 2003 se le comunicó el oficio No. 3 W-a-00186-2003/ZNGT, informándole que quedaba excluido de ascender al grado inmediato superior por haberse autorizado “su solicitud de baja”. Al respecto, expresan que es falso que el señor De León Lemus haya solicitado su baja del Ejército. Expresan que cuando pidió copias del acta de notificación de baja no le fueron entregadas, vedando así su derecho de defensa y debido proceso.
8. Alegan que el señor De León Lemus interpuso el 21 de abril de 2003 un recurso de revocatoria ante el Ministerio de Defensa, en contra de los mensajes del 11 y 14 de abril de 2003. El 29 de abril de 2003 se le comunicó que el mensaje del 14 de abril de 2003, quedaba sin efecto y que la fecha para la sustentación de la tesis se le comunicaría oportunamente. Manifiestan que con dicha comunicación se pretendió hacerle creer que continuaría el procedimiento de ascenso. Posteriormente, el 9 de mayo de 2003, el señor De León Lemus habría recibido otro mensaje que  informaba que ambos mensajes quedaban sin efecto. Esto habría confundido a la presunta víctima. 
9. Encontrándose pendiente la resolución del recurso de revocatoria y omitiéndose, de acuerdo a los peticionarios, la conformación de una Junta de Honor para la revisión de su caso 
, indican que el 1 de mayo de 2003 se expidió la Orden General para Oficiales del Ejército de Guatemala No. 5-2003, donde se incluyó la decisión de su baja desde el 30 de abril de 2003. La parte pertinente de la Orden General establece que:
“se resuelve dar de baja al Teniente Coronel Edgar Manuel De León Lemus: “porque no obstante encontrarse apercibido en el punto 73) de la Orden General del Ejército para Oficiales No 08-2001, de fecha 30 de septiembre del 2001, que con otra falta sería motivo suficiente para ser sancionado con mayor drasticidad, o bien dársele de baja del Ejército de Guatemala, hizo caso omiso de tal advertencia, ya que con fecha 18 de febrero del 2003, cuando se encontraba de alta en la región militar IV (…) faltó veintisiete (27) horas con treinta (30) minutos después de haber gozado franco ordinario, por haberse excedido en el consumo de bebidas alcohólicas, actitud con la cual, no sólo pone de manifiesto su adicción a las mismas, sino que es reincidente en cometer faltas graves en contra de la disciplina y ética militar (…)”.

10. Manifiestan que al incluirse la resolución en una “Orden Oficial”, fue de conocimiento público, afectándose su dignidad y que es falso el fundamento de la baja. Añaden que se afectó también su derecho de defensa y al debido proceso porque para demostrar la adicción a bebidas alcohólicas era necesario practicar análisis y pruebas.  Alegan que buscaban no pagarle la compensación a la que tenía derecho el señor De León Lemus por tiempo de servicio efectivo.
11. El señor De León Lemus interpuso un recurso de reposición ante el Ministerio de Defensa el 5 de mayo de 2003, siendo denegado el trámite 8 de mayo de 2003 porque no se había identificado en forma precisa la resolución impugnada.

12. Informan que el recurso de revocatoria fue declarado sin lugar el 12 de junio de 2003, (Resolución No. 3566 del Ministerio de Defensa) y fue confirmado el mensaje impugnado.
13. En virtud de lo anterior, el 11 de julio de 2003, el señor De León Lemus interpuso una acción de amparo ante la Corte Suprema de Justicia, en contra del Ministro de Defensa, alegando la vulneración de sus derechos constitucionales. El 15 de abril de 2004 la Corte Suprema rechazó la acción de amparo por ser notoriamente improcedente. De acuerdo al peticionario, el rechazo se fundamentó, en que el recurso de revocatoria no se habría tramitado por defectos de fondo y forma; sin embargo, alega que es falso porque se le dio trámite sobre la base de otorgar valor probatorio a informaciones provenientes de Inteligencia Militar; la cual alega es una estructura no autorizada y por ende la pruebas son carentes de valor.
14. Por otra parte, indican que el señor De León Lemus interpuso una denuncia ante la Procuraduría de los Derechos Humanos en contra del ex Ministro de Defensa. El 15 de abril de 2004, la Procuraduría determinó que se le habría vulnerado el derecho humano a la dignidad al señor De León Lemus dado que su caso, por estar fundamentado en una falta “contra de la disciplina y la ética militar”, debiera haber sido sometido ante una Junta de Honor.
15. Ante la denegatoria del recurso de amparo, el 30 de abril de 2004, el señor De León Lemus interpuso un recurso de apelación ante la Corte de Constitucionalidad. El 10 de agosto de 2004 la Corte de Constitucionalidad resolvió que el apelante “utilizó todos los recursos a su alcance para ejercer su derecho de defensa y, del estudio de las actuaciones se evidencia que la autoridad impugnada actuó dentro de sus facultades al emitir el acto reclamado, lo cual no puede revisarse por esta Corte, sobre todo porque no se evidencia que se haya producido la violación que se denuncia[…]. Al respecto, se alega que la prueba habría sido valorada “de manera manipulada” y que no se habría hecho referencia a lo resuelto por la Procuraduría de los Derechos Humanos.
16. Por otra parte, se indica que el señor De León Lemus interpuso el 16 de diciembre de 2003 una querella penal en contra del Ministro de Defensa por los delitos de injuria y difamación. El Tribunal Duodécimo de Sentencia Penal resolvió, previa fase intermedia de investigación y conciliación, no dar lugar a la acusación y no abrir juicio penal contra el querellado. Esta decisión fue confirmada en apelación. Se indica que por tal razón se interpuso una denuncia ante la Junta de Disciplina Judicial contra los jueces del referido Tribunal, la cual habría sido decidida negativamente en última instancia, mediante un recurso de casación interpuesto ante la Corte Suprema.  
17. En suma, alegan que se vulneró al señor De León Lemus su derecho al debido proceso, porque se le negó el derecho a la defensa por la falta de la constitución de una Junta de Honor, y dado que por una misma falta habría sido sancionado con 30 días de arresto que habría cumplido y posteriormente con su baja de las filas del Ejército.  En cuanto a la conformación de una Junta de Honor, indican que no se pudo solicitar su conformación porque no podrían haber adivinado que se le daría de baja estando pendiente la decisión de un recurso de revocatoria.  
18. En cuanto a los requisitos de admisibilidad, aducen que agotaron los recursos de la jurisdicción interna y que la sentencia final de la Corte de Constitucionalidad, le fue notificada al señor De León Lemus el 16 de septiembre de 2004 en la propia sede del Tribunal. 
B.
El Estado 

19. El Estado alega que en el caso del señor Teniente Coronel Edgar De León Lemus no se violaron los derechos humanos alegados por los peticionarios, en virtud de que se procedió de conformidad a lo establecido en las leyes y reglamentos del Ejército de Guatemala.  Al respecto, en primer lugar, presentó el siguiente historial de sanciones impuestas al señor De León Lemus:
· 8 de septiembre de 1987: se le impuso una sanción de ocho días de arresto por presentarse tarde a una reunión en el Centro de Estudios Militares ordenada por el Estado Mayor de la Defensa Nacional.
· 5 de agosto de 1994: con el grado de Capitán Primero, se le impuso la sanción de 8 días de arresto por no haber dado parte en su oportunidad de un incidente ocurrido el 3 de agosto de 1994 y por visitar lugares no acordes a su condición de Oficial del Ejército de Guatemala.
· 24 de julio de 2000: con el grado de Teniente Coronel, se le sancionó con 8 días de arresto al extralimitarse 8 horas en un franco ordinario. El Estado señala que en dicha oportunidad el peticionario informó que su ausencia se debió a que la noche anterior ingirió bebidas alcohólicas, lo cuál le provocó vómitos y diarrea.
· 30 de junio de 2001: portando el grado anteriormente mencionado, se le impuso 30 días de arresto por haberse extralimitado en 34 horas con 45 minutos en el goce de un franco ordinario.  El Estado añade que en dicha oportunidad se le indicó que de incurrir en una nueva falta, sería sancionado con mayor “drasticidad”.
· 30 de septiembre de 2001: con igual grado, fue suspendido en su empleo por el plazo de tres meses sin goce de sueldo dado que previa revisión de su historial de conducta, se estableció que reincidió en cometer faltas contra la disciplina militar.  Informa el Estado que en esta ocasión se presentó 18 horas con 55 minutos en exceso a un día de franco, aduciendo desperfectos mecánicos en su vehículo. Indica que en dicha oportunidad ingirió bebidas alcohólicas y luego se habría quedado dormido en su vehículo a consecuencia de su ebriedad. Señala que también se le indicó que de incurrir en una nueva falta, sería sancionado con mayor “drasticidad” o se lo retiraría definitivamente de las filas del Ejército de Guatemala.
20. En cuanto a los antecedentes de la resolución que ordenó la baja de la presunta víctima, el Estado alega que el 18 de febrero de 2003, encontrándose el señor Lemus en la Zona Militar No. 10 se retiró en goce de franco ordinario, debiendo presentarse el 19 de febrero de 2003 a las 8:00 AM.  Ese día, dada su ausencia, se efectuaron llamadas a su celular y a su residencia sin que se lograra establecer comunicación. El 20 de febrero a la 1:00 AM el señor De León Lemus se comunicó telefónicamente a la Zona Militar No. 10 indicando que se presentaría más tarde el 20 de febrero porque no se sentía bien. El 20 de febrero de 2003, a las 11:30 PM se presentó al Comando Militar, quedando arrestado por faltar 27 horas con 30 minutos sin causa justificada.
21. El Estado indica que al ser entrevistado al respecto, la presunta víctima indicó que: “El 18 de febrero de 2003, luego de solventar en la Dirección de Operaciones del estado Mayor de la Defensa Nacional asuntos relacionados con su tesis para el ascenso, se dedicó a ingerir bebidas alcohólicas por lo que perdió el control de sí mismo y cuando reaccionó se encontraba en la Zona 10 de la ciudad capital. El 20 de febrero de 2003, a las 9:00 horas, se movilizó en su vehículo hacia esa Zona Militar, para hacerse presente y dar parte que no tenía excusa por haber faltado y que solicitaría su baja con fecha 31 de marzo de 2003”.

22. En ese sentido, alega que el 31 de marzo de 2003, la Jefatura del Estado Mayor de la Defensa Nacional solicitó al Ministro de Defensa, que el Teniente Coronel de Infantería De León Lemus causara baja definitiva del Ejército desde el 30 de abril de 2003 por notoria mala conducta. Mediante mensaje del 9 de abril de 2003, el Ministro de Defensa autorizó la baja desde el 30 de abril de 2003. En cuanto a las normas, señala que de conformidad con el decreto 72-90 Ley Constitutiva del Ejército de Guatemala: “Los Oficiales Generales, Oficiales Superiores y Oficiales Subalternos del Ejército, causarán baja por cualquiera de los motivos siguientes: 5) notoria mala conducta determinada por el Estado Mayor de la Defensa nacional. …7) cuando conviniere a las necesidades del servicio”. Indica que dichas causales son las referidas por el Ministerio de Defensa para proceder en la baja del señor Edgar Manuel De León Lemus.
23. Adicionalmente, indica que el Reglamento para el Servicio Militar en Tiempo de Paz, establece en su artículo 356 que “Todo oficial que se embriague estando en servicio de guarnición o en cumplimiento de una comisión, será relevado inmediatamente y arrestado, elevando el parte a la superioridad para su sanción; pero si no estuviera de servicio y se embriaga y por esta razón no asiste al cumplimiento de sus obligaciones, será castigado de acuerdo a la magnitud de su falta. De persistir o reincidir en dicha falta será dado de baja”.

24. Además, el Estado refiere que el artículo 10 del Reglamento de Sanciones Disciplinarias establece la tabla de sanciones
. Además sostiene que todos los procedimientos administrativos y judiciales se realizaron en estricto cumplimiento de las garantías del debido proceso.  Asimismo, señala que no habría sido sancionado de manera triple el peticionario. Indica que la sanción de 30 días de arresto que se le impuso al señor De León Lemus fue una medida preventiva para una falta grave a la disciplina militar “tomando en cuenta su adicción a las bebidas alcohólicas” y el grado militar de Oficial Superior que ostentaba. Además, al haber sido suspendido de su empleo por el plazo de tres meses según el punto 73 de la Orden General del Ejército para Oficiales No. 08-2001 de fecha 30 de septiembre de 2001, se lo apercibió de que con otra falta se lo sancionaría con mayor drasticidad o se le daría de baja. Entonces, ante la falta en que incurrió en febrero de 2003 se le dio de baja.  
25. En cuanto a los recursos interpuestos por el peticionario, aduce que el 11 de julio de 2003, el señor De León Lemus presentó una acción de amparo ante la Corte Suprema de Justicia, que fue denegada por “notoriamente improcedente”. La Corte consideró que “al cumplir con el reglamento específico, la autoridad impugnada no vulneró los derechos del postulante, por asistirle la facultad legal con respecto a la administración, sanción y promoción de militares de alto rango”.  El señor De León Lemus presentó un recurso de apelación, y la Corte de Constitucionalidad resolvió confirmar la sentencia, indicando la intención del amparista de constituir al amparo en una instancia revisora, lo cual no se encuentra habilitado por la Constitución Política del país.
26. Indica que con fecha, 16 de diciembre de 2003, el señor De León Lemus planteó una querella penal en contra del Ministro de Defensa por los delitos de Injuria y Difamación.  El Tribunal Duodécimo de Sentencia Penal resolvió el 29 de abril de 2004 “No ha lugar a abrir un juicio penal en contra del querellado”. Posteriormente, el mismo Tribunal declaró inadmisible la apelación especial interpuesta.
27. El 2 de enero de 2004, la Procuraduría de los Derechos Humanos, abrió un expediente por una denuncia presentada por el señor De León Lemus donde indicaba que se había violado su derecho al trabajo. La Procuraduría declaró que se había violado el derecho a la dignidad del señor De León, que el caso debió ser revisado por una Junta de Honor, que existirían indicios de responsabilidad del ex Ministro de Defensa y que no se efectuaría un pronunciamiento sobre el fondo dado que se encontraba pendiente de resolución el asunto ante la Corte Suprema.  
28. Sobre las Juntas de Honor, el Estado alega que de conformidad con el artículo 58 de la Ley Constitutiva del Ejército de Guatemala si bien las mismas pueden conformarse de oficio, no establece la obligación de hacerlo, y en el presente caso el Ministerio de Defensa no lo consideró necesario, en virtud de los antecedentes de mala conducta. Asimismo, indica que el señor De León Lemus tuvo la posibilidad de solicitar su conformación pero no lo hizo.

29. Respecto al recurso de revocatoria interpuesto el 21 de abril de 2003, el Estado señala que se declaró sin lugar por improcedente ya que sólo procede contra resoluciones administrativas.  Con respecto al recurso de reposición de fecha 5 de mayo de 2003, indicó que no se le dio trámite porque el recurrente no identificó en forma precisa la resolución impugnada.

30. Argumenta en suma, que el Ministro de Defensa actuó dentro de la normativa establecida para el Ejército y que el señor De León Lemus tuvo acceso a los recursos establecidos en la ley y si no fueron resueltos en su favor no implica una vulneración a derechos convencionales.

31. Por lo tanto, concluye el Estado de Guatemala, que en el presente caso no se ha verificado una violación a los derechos humanos consagrados en la Convención Americana identificados por el peticionario, en virtud de que el procedimiento empleado por el Ministerio de Defensa Nacional se efectuó de conformidad con lo establecido en las leyes y reglamentos del Ejército de Guatemala.
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae 

32. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones en nombre de la presunta víctima respecto a quien el Estado de Guatemala se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  Por lo tanto la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. 
33. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar bajo la jurisdicción del Estado.  La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto los hechos alegados habrían tenido lugar cuando la obligación de respetar y garantizar los derechos establecidos en la Convención ya se encontraba en vigor para Guatemala, Estado que ratificó la Convención Americana el 25 de mayo de 1978.
34. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae para conocer el presente caso, pues en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 
B.
Otros requisitos para la admisibilidad de la petición
1.
Agotamiento de los recursos internos

35. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.  Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la solucionen antes de que sea conocida por una instancia internacional.  

36. Preliminarmente, la Comisión considera pertinente señalar que a efectos de determinar si se verifica el cumplimiento del requisito convencional del previo agotamiento de los recursos, corresponde precisar el objeto del reclamo y analizar si se interpusieron recursos idóneos para remediar la situación denunciada.  En ese orden de ideas, la Comisión señala que el objeto del reclamo en el presente caso se refiere a la presunta baja arbitraria del señor De León Lemus de las filas del Ejército en inobservancia del debido proceso y a la consecuente falta de protección judicial.
37. Al respecto, de la información aportada por las partes se desprende que no existe controversia en cuanto a los recursos judiciales interpuestos por el señor De León Lemus para reclamar en sede interna las alegadas vulneraciones, ni en cuanto a sus resultados.

38. En efecto, la Comisión observa que el señor De León Lemus interpuso una serie de recursos en la sede interna, entre los cuales puede considerarse a la acción de amparo como una vía válida para litigar las alegadas violaciones a las garantías y derechos que se consideraron vulnerados. Es importante destacar que dicha acción está concebida por el ordenamiento guatemalteco como una acción amplia para la protección de los derechos que se estimen lesionados, dado que se establece que el amparo es una acción de garantías constitucionales dado que resulta posible su interposición por una persona “para que se le mantenga o restituya en el goce de los derechos y garantías que establece la Constitución o cualquier otra ley”
.

39. La Comisión observa que la presunta víctima presentó al conocimiento de la instancia judicial en el recurso de amparo, las vulneraciones al debido proceso que consideró se habían verificado en el procedimiento de baja de la filas del Ejército, indicando que se habría vulnerado su derecho al trabajo, a la igualdad y la defensa. Por ello, la Comisión considera que el objeto de la petición fue presentado ante los tribunales domésticos a través de un recurso que pudo haber resultado idóneo y eficaz para resolver este tipo de situaciones a nivel interno.

40. En vista de lo anterior, la Comisión considera que en el presente caso el señor De León Lemus agotó en todas las instancias un recurso disponible e idóneo para remediar la situación denunciada y por ende el requisito convencional se encuentra cumplido con la sentencia que en última instancia decidió dicha acción.  
2.
Plazo para presentar la petición

41. El artículo 46.1.b de la Convención establece que para que una petición pueda ser declarada admisible, es necesario que se haya presentado en el plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final a nivel de la jurisdicción interna.
42. En el presente caso, la Comisión observa que la sentencia de la Corte de Constitucionalidad que decidió en última instancia el recurso de amparo interpuesto por la presunta víctima fue expedida en fecha 10 de agosto de 2004 y notificada el 16 de septiembre de 2004; y que la petición contra el Estado de Guatemala fue presentada ante la Comisión el 4 de noviembre de 2004.  En consecuencia, la Comisión concluye que este requisito exigido por la Convención se encuentra satisfecho.
3.
Duplicidad de procedimientos y cosa juzgada Internacional
43. El artículo 46.1.c dispone que la admisión de las peticiones está sujeta al requisito respecto a que la materia “no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional” y en el artículo 47.d de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que “sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión u otro organismo internacional".  
44. Al respecto, la CIDH observa que no surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de decisión en otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos mencionados.

4.
Caracterización de los hechos alegados

45. A los fines de la admisibilidad, la CIDH debe decidir si los alegatos exponen hechos que podrían caracterizar una violación a la Convención Americana, según estipula su artículo 47.b, y si la petición es “manifiestamente infundada” o sea “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo. 

46. En el presente caso, los peticionarios alegan que el Estado es responsable internacionalmente con fundamento en que el señor De León Lemus fue dado de baja de las filas del Ejército en inobservancia del debido proceso; vulnerándose su dignidad y sin que se le otorgara protección judicial a pesar de haber recurrido ante la justicia. El Estado, por su parte, alega que en el presente caso no se ha verificado una violación a los derechos humanos consagrados en la Convención Americana, en virtud de que el procedimiento empleado por el Ministerio de Defensa Nacional se efectuó de conformidad con lo establecido en las leyes y reglamentos del Ejército de Guatemala.
47. Al respecto, la Comisión observa que el señor De León Lemus interpuso una serie de recursos administrativos y judiciales, los cuales concluyeron rechazando su pretensión. A los efectos de la presente sección, corresponde hacer mención a la decisión final de los recursos judiciales interpuestos en sede de amparo y de garantías constitucionales. En efecto, la Comisión observa que la Corte Suprema de Justicia denegó por “notoriamente improcedente” el 15 de abril de 2004, el recurso de amparo interpuesto por el señor De León Lemus contra el Ministro de la Defensa Nacional para cuestionar la sección pertinente de la Orden General del Ejército No. 5-2003, por la cual se le dio de baja del Ejército, alegando en dicho recurso la vulneración de sus derechos a la defensa, debido proceso, igualdad y al trabajo. En la sección pertinente de la sentencia de amparo, el Tribunal estableció:

Esta Corte considera que al cumplir con el reglamento específico, la autoridad impugnada no vulnera los derechos del postulante, por asistirle facultad legal con respecto a la administración, sanción y promoción de militares de alto rango. Por lo que se concluye que al interponerte no se le causó agravio, ni detrimento en sus garantías constitucionales, al aplicárseles las normas legales relacionadas, ya que la ley facultó al Ministerio de Defensa Nacional a removerle del servicio atendiendo a las faltas perpetradas, que pretendía impugnar, ni hacer referencia del número de Orden General del Ejército para Oficiales número cinco guión dos mil tres (05-2003), ni el punto en el cual se contenía dicha resolución. Por lo cual no se evidencian las violaciones que aduce el postulante, resultando de los analizado necesario denegar por notoriamente improcedente el amparo […]
.

48. El 30 de abril de 2004, el señor De León Lemus interpuso un recurso de apelación ante la Corte de Constitucionalidad de Guatemala “en contra del contenido total de la sentencia” de 15 de abril de 2004. El referido Tribunal, rechazó la acción por considerarla notoriamente improcedente y procedió a confirmar la sentencia de amparo impugnada. Concretamente, el Tribunal manifestó:

En el presente caso, Edgar Manuel De León Lemus, denuncia como violatoria a sus derechos de defensa, acción e igualdad y al principio del debido proceso, la resolución cinco-dos mil tres, dictada por el Ministerio de Defensa Nacional –autoridad impugnada-, la cual ordena la baja de las filas de la Institución Armada del postulante; con dicha resolución se violan sus derechos, ya que la misma se emitió para impedir finalizar con el trámite de tesis, con el cual ascendería al grado inmediato superior dentro de la institución armada, además las faltas que fueron base para dictar el acto reclamado habían sido sancionadas, señalando el postulante que por última fue sancionado tres veces, pues se le arrestó, se le separó de su cargo y se le dio de baja del ejército.

El Tribunal de Amparo de Primer Grado, denegó la presente acción al considerar que la autoridad impugnada no vulneró los derechos del postulante al dictar el acto reclamado, pues actuó de conformidad con el reglamento específico, el cual le confiere la facultad respecto a la administración, sanción y promoción de militares de alto rango, por lo que no existe agravio, ni detrimento a las garantías constitucionales del postulante que puedan ser reparadas por esta vía, criterio que esta Corte comparte, ya que el postulante utilizó todos los recursos a su alcance para ejercer su derecho de defensa y, del estudio de las actuaciones se evidencia que la autoridad impugnada actuó dentro de sus facultades al emitir el acto reclamado, lo cual no puede revisarse por esta Corte, sobre todo porque no se evidencia que se haya producido la violación que se denuncia, pues no se causa agravio al postulante que pueda ser reparado por esta vía, siendo manifiesta la intención del amparista constituir el amparo en una instancia revisora […]
.

49. Al respecto, la Comisión considera importante destacar que conforme a la jurisprudencia del sistema interamericano, no se encuentra facultada para revisar “las sentencias dictadas por los tribunales nacionales que actúen en la esfera de su competencia, aplicando las debidas garantías judiciales, a menos que encuentre que se ha cometido una violación de alguno de los derechos amparados por la Convención Americana”
. La Comisión ha sostenido reiteradamente al respecto que:
Conforme al preámbulo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la protección internacional que otorgan los órganos del sistema regional es de carácter complementario. En consecuencia, la Comisión no puede hacer las veces de un tribunal de alzada para examinar supuestos errores de hecho o de derecho que puedan haber cometido los tribunales nacionales que hayan actuado dentro de los límites de su competencia, salvo que existiera evidencia inequívoca de vulneración de las garantías del debido proceso consagradas en la Convención Americana
.

50. De éste modo, la Comisión carece de competencia para sustituir su juicio por el de los tribunales nacionales sobre cuestiones que involucren la interpretación y explicación del derecho interno o la valoración de los hechos.  Por tanto, la protección judicial que reconoce la Convención comprende el derecho a procedimientos justos, imparciales y rápidos, que brinden la posibilidad, pero no la garantía de un resultado favorable
. Así, la interpretación de la ley, el procedimiento pertinente y la valoración de la prueba es, entre otros, el ejercicio de la función de la jurisdicción interna, que no puede ser remplazado por la CIDH
.

51. A la luz de las anteriores consideraciones, lo que se desprende de los alegatos de las partes y de los documentos aportados, es que los tribunales internos rechazaron los recursos interpuestos por el peticionario considerando que no se habían vulnerado los derechos constitucionales alegados en virtud de la interpretación de la legislación interna aplicable; interpretación que corresponde, en principio, a las autoridades judiciales nacionales, y que en este caso no presenta una cuestión bajo la Convención Americana que caracterice una potencial violación a la misma y autorice su intervención.

52. En adición, en el presente caso, la Comisión no cuenta con elementos de juicio que le permitan inferir de las actuaciones judiciales, acciones u omisiones que tiendan a caracterizar violaciones al debido proceso bajo la Convención Americana.  

53. Desde dicha perspectiva, el objeto de la petición se presentaría como una solicitud de revisión de las decisiones en sede interna, dado que no se evidencia una manifiesta arbitrariedad en el proceso y los fundamentos de los fallos mencionados se observan, prima facie, objetivos y razonables.  

54. En suma, de los alegatos de las partes y de la prueba obrante en el expediente, no se desprenden hechos que caractericen violación al derecho de protección y garantías judiciales ni que se haya impedido a la presunta víctima el acceso a los recursos de jurisdicción interna.  La Comisión concluye que, a la luz de lo anteriormente expuesto, los hechos alegados no tienden a caracterizar una violación de derechos reconocidos en la Convención Americana y, por tanto, la petición debe ser declarada inadmisible.
V.
CONCLUSIÓN
55. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión Interamericana concluye que la petición es inadmisible de conformidad con lo establecido en el artículo 47.b de la Convención Americana, debido a que no expone hechos que constituyan violación alguna a los derechos protegidos por dicha Convención.

56. Dadas las consideraciones que anteceden,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:
1. Declarar inadmisible la presente petición, conforme al artículo 47.b de la Convención.
2. Transmitir el presente informe a los peticionarios y al Estado.

3. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� El peticionario cita los siguientes artículos de la Ley Constitutiva del Ejército de Guatemala: Artículo 57: Las Juntas de Honor se integrarán de conformidad con lo que establezca el Reglamento correspondiente. Se convocarán para conocer las acciones u omisiones en que incurran los integrantes del Ejército de Guatemala, cuando éstas no constituyan delito y se considere que pueden lesionar el prestigio, el honor o la ética del Ejército de Guatemala o bien de uno de sus miembros. Los oficiales del Ejército de Guatemala están obligados a integrar las Juntas de Honor cuando fueren llamados para ello, salvo impedimento legal. Artículo 58: Las Juntas de Honor podrán ser convocadas de oficio o a instancia de un Oficial en cualquier situación en que se encuentre. Se integrarán con Oficiales que residan en la jurisdicción militar donde se hayan cometido los hechos que se denuncien o el de mayor gravedad. El Reglamento a que se hace referencia en el artículo anterior, determinará el procedimiento a que se sujetarán sus actuaciones, el término en que se deberá conocer y resolver los asuntos que hubieren motivado la constitución de las Juntas de Honor y las sanciones aplicables. Este mismo Reglamento establecerá expresamente las acciones u omisiones que lesionen el prestigio, el honor y la ética profesional del Ejército de Guatemala o de sus miembros.


� La referida normativa establece:


Faltas Administrativas: A. Se impondrá 8 días de arresto a quien en goce de franco, licencia o vacaciones, se extralimitare de dos a 8 horas; Se impondrán 30 días de arresto a quien en el goce de franco, licencia o vacaciones se extralimitara de uno a dos días.


Faltas a  la Ética Militar: A. Se impondrán 8 días de arresto: 1. A quien frecuente lugares no acordes a su condición de Oficial; Se impondrá suspensión del empleo por tres meses: 1. A quien reincida en cometer faltas a la disciplina militar. Se hará además apercibimiento de sanción más drástica en caso de nueva falta. Se dará baja definitiva del Ejército: 1. A quien desprestigie la institución armada, actos sociales. Esta sanción se impondrá previo estudio del caso y recomendación del Estado mayor de la Defensa Nacional.


� Ley de Amparo, Exhibición Personal y Constitucionalidad, Decreto 1-86, Artículos 8 y 10.


� Corte Suprema de Justicia de Guatemala, Constituida en Tribunal de Amparo, sentencia de 15 de abril de 2004.


� Corte de Constitucionalidad de Guatemala, Expediente No. 899-2004, sentencia de 10 de agosto de 2004.


� CIDH, Informe No. 8/98, Caso 11.671, Carlos García Saccone (Argentina), 2 de marzo de 1998, párr. 53.


� CIDH, Informe No.122/01, Petición 0015/00, Wilma Rosa Posadas (Argentina), 10 de octubre de 2001, párr. 10.


� CIDH Informe No. 39/96, Caso 11.773, S. Marzioni, Argentina, 15 de octubre de 1996, Informe No. 48/98, Caso 11.403, Carlos Alberto Marín Ramírez (Colombia), 29 de septiembre de 1998, párr. 42.


� CIDH, Informe No. 39/05 (Perú), Petición 792/01, Carlos Iparraguirre y Luz Amada Vásquez de Iparraguirre, 9 de marzo de 2005.
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